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Actualizaciones para 

TEORÍA GENERAL DEL DERECHO Y DERECHO CONSTITUCIONAL, para acceso a las carreras Judicial y Fiscal,

[J. Agustín Amorós y otros, Ed. 2007]

Novedad que afecta al Manual de Contestaciones al Programa:

Acuerdo de 12 de marzo de 2008, de la Comisión de Selección, a la que se refiere el artículo 305 de la Ley Orgánica del Poder Judicial por el que se convocan pruebas selectivas para la provisión de plazas de alumnos de la Escuela Judicial, para su posterior ingreso en la Carrera Judicial por la categoría de Juez y del Centro de Estudios Jurídicos, para su posterior ingreso en la Carrera Fiscal por la categoría de Abogado Fiscal.
[BOE núm. 67 de 18 de marzo de 2008]
Tema a que afecta:
TEMA 27. El Ministerio Fiscal: Sus principios configuradores. Estatuto Orgánico. Funciones. Responsabilidad del Ministerio Fiscal, en especial la responsabilidad disciplinaria.
Texto del tema:

TEMA 27º

EL MINISTERIO FISCAL

(Esquema)

I.      EL MINISTERIO FISCAL: SUS PRINCIPIOS CONFIGURADORES

1. Concepto y naturaleza

Art. 124 CE y Ley 50/1981

- Órgano estatal autónomo, para el funcionamiento de la justicia, integrado en el Poder Judicial, con misiones constitucionales

2. Principios configuradores
A) Funcionales
a) Legalidad (art. 6.1 EOMF)
b) Imparcialidad (art. 7 EOMF)
B) Orgánicos
a) Unidad (art. 22 EOMF)

1ª) Orgánica

2ª) Territorial

3ª) Funcional
b) Dependencia jerárquica (arts. 25.I y III, 26 ab initio, y 22.Cuatro EOMF)

II.     ESTATUTO ORGÁNICO
1. Su significación

Art. 124 CE

Garantías:

· Positivas (unidad de actuación, dependencia jerárquica, legalidad e imparcialidad, inmunidad relativa, y reserva de ley estatutaria)

· Negativas (prohibiciones e incompatibilidades)

2. Aspectos relevantes

A) Categorías y provisión de destinos (arts. 32 a 41 EOMF) 

B) Ingreso, adquisición y causas de pérdida de la Carrera Fiscal (arts. 42 a 46 EOMF)  

C) Situaciones administrativas (arts. 47 y 38.2 EOMF) 

D) Deberes y derechos de los miembros (arts. 48 a 56 EOMF) 

E) Prohibiciones e incompatibilidades (arts. 57 a 59 EOMF) 

III.     FUNCIONES

A) Misiones constitucionales (art. 124.1 CE)
B) Funciones genéricas (art. 3 EOMF)
C) Competencias 
a) Genéricas (art. 4 EOMF)
b) De investigación pre-procesal (art. 5 EOMF)

IV.  RESPONSABILIDAD DEL MINISTERIO FISCAL, EN ESPECIAL LA RESPONSABILIDAD DISCIPLINARIA

1. La responsabilidad penal y civil

Art. 60 EOMF y normas del Título III del Libro IV LOPJ
A) La responsabilidad penal (Capítulo I)

B) La responsabilidad civil (Capítulo II)

2. La responsabilidad disciplinaria

Art. 61 EOMF
A) Clases y tipificación de las faltas

Art. 61.2 EOMF

a) Las faltas muy graves (art. 62 EOMF)

b) Las faltas graves (art. 63 EOMF)

c) Las faltas leves (art. 64 EOMF)
B) Sanciones (art. 66.1 y 2 EOMF)
C) El procedimiento sancionador

a) Competencia (art. 67 EOMF)
b) Procedimiento (art. 68 EOMF)
c) Recursos (art. 67 EOMF)
d) Prescripción (arts. 65.1 – faltas - y 66.4 – sanciones – EOMF. - Caducidad del procedimiento – STS 27 de marzo de 2006)
e) Cancelación y rehabilitación (arts. 69 y 70 EOMF).
EL MINISTERIO FISCAL

El Ministerio Fiscal: Sus principios configuradores. Estatuto Orgánico. Funciones. Responsabilidad del Ministerio Fiscal, en especial la responsabilidad disciplinaria.

I. EL MINISTERIO FISCAL: SUS PRINCIPIOS CONFIGURADORES

_________________________________________________________
1. Concepto y naturaleza
Define CONDE-PUMPIDO FERREIRO el Ministerio Fiscal como un órgano autónomo del Estado, constituido para el funcionamiento de la Justicia e integrado autónomamente en el Poder Judicial, y con la misión de defender la legalidad democrática, promover los intereses públicos y sociales que pertenecen al pueblo constituido en Estado, tutelar los derechos de los ciudadanos y velar por la independencia de los Tribunales. 

Se deducen de tal definición las notas características de la naturaleza de la institución que, según el citado autor, son:

a) Órgano autónomo del Estado: Pertenece a la estructura política del Estado social y democrático de Derecho en que se constituye nuestro país (art. 1 CE), determinando tal carácter el art. 124.2 CE cuando dispone que “El Ministerio Fiscal ejerce sus funciones por medio de órganos propios...”, y viniendo impuesto por su sumisión en todo caso a los principios de legalidad e imparcialidad. Esta nota es también recogida en el art. 2. Uno EOMF cuando dispone que “El Ministerio Fiscal es un órgano de relevancia constitucional con personalidad jurídica propia”
b) Constituido para el funcionamiento de la justicia: Es el órgano del Estado encargado de la puesta en marcha de la actividad jurisdiccional a través de la postulación procesal, cuando de intereses públicos o sociales se trata.

c) Integrado autónomamente en el Poder Judicial: Dispone el art. 2 EOMF que el Ministerio Fiscal está “integrado con autonomía funcional en el Poder Judicial”, derivando tal autonomía de su doble condición de órgano del Estado y no de unos de sus Poderes, y de defensor de la legalidad, lo que obliga a una actuación independiente, sin subordinación a ningún otro órgano o poder. 

d) Con asignación de misiones constitucionales: Gozando para su cumplimiento de funciones y competencias determinadas estatutariamente.

La Constitución, en el Título VI dedicado al “Poder Judicial”, se refiere al Ministerio Fiscal, disponiendo su art. 124 que:

“1. El Ministerio Fiscal, sin perjuicio de las funciones encomendadas a otros órganos, tiene por misión promover la acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés público tutelado por la ley, de oficio o a petición de los interesados, así como velar por la independencia de los Tribunales y procurar ante éstos la satisfacción del interés social. 

2. El Ministerio Fiscal ejerce sus funciones por medio de órganos propios conforme a los principios de unidad de actuación y dependencia jerárquica y con sujeción, en todo caso, a los de legalidad e imparcialidad. 

3. La ley regulará el estatuto orgánico del Ministerio Fiscal. 
Es la Ley 50/1981, de 30 de diciembre la que fija la regulación del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal (EOMF), habiendo sido la misma modificada por la Ley 14/2003, de 26 de mayo, por la LO 1/2004, de 28 de diciembre, y recientemente por la Ley 10/2006, de 28 de abril, por la que se modifica la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes, y por la Ley 24/2007, de 9 de octubre.

4. El Fiscal General del Estado será nombrado por el Rey, a propuesta del Gobierno, oído el Consejo General del Poder Judicial”.
2. Principios configuradores
Los principios configuradores del Ministerio Fiscal están recogidos en el art. 124.2 CE distinguiendo la doctrina encabezada por FLORES PRADA y CONDE-PUMPIDO FERREIRO (a los que seguiremos en su estudio) los siguientes: A) Funcionales; y B) Orgánicos.
A) Funcionales

Principios de proyección funcional o ámbito externo son los de: a) Legalidad; y b) Imparcialidad.
a) Legalidad

El art. 124.1 y 2 CE, evidencia la doble vertiente de la legalidad – objeto de defensa y principio rector – y nos coloca ante otra de las singularidades que caracterizan al Ministerio Fiscal como único órgano constitucional en quien convergen la defensa y observancia de la ley. 

La defensa de la legalidad se refiere a la legalidad entendida como orden jurídico (objeto), cuya defensa procesal se encomienda al Ministerio Fiscal allí donde el interés público deba ser protegido. La sujeción al principio de legalidad, se refiere a las directrices de actuación y comportamiento del Ministerio Fiscal, garantía que, sobre la proscripción de la arbitrariedad, puede quedar cumplida tanto desde una rígida observancia del principio de obligatoriedad, como con la introducción de excepciones a través del principio de oportunidad reglada.
Este principio aparece definido en el art. 6.1 EOMF cuando dispone que “Por el principio de legalidad el Ministerio Fiscal actuará con sujeción a la Constitución, a las leyes y demás normas que integran el ordenamiento jurídico vigente, dictaminando, informando y ejercitando, en su caso, las acciones procedentes u oponiéndose a las indebidamente actuadas en la medida y forma en que las leyes lo establezcan”.

b) Imparcialidad

Supone tal principio:

1) Objetivamente un criterio de actuación conectado con la sujeción a la legalidad, implicando el deber del Fiscal de búsqueda de la verdad material y el de individualización de la norma aplicable.

2) Subjetivamente un deber del Fiscal de separar el plano de la creación de criterios y de actuación del plano de las ideologías personales, para actuar objetivamente la ley.

Está previsto en el art. 7 EOMF según el cual “Por el principio de imparcialidad el Ministerio Fiscal actuará con plena objetividad e independencia en defensa de los intereses que le estén encomendados”.

B) Orgánicos

Son principios que regulan la organización y régimen jurídico interno de la institución los de: a) Unidad (orgánica, territorial y funcional); y b) Dependencia jerárquica.
a) Unidad
Este principio está desarrollado en el art. 22 EOMF, cuando dispone que:
“1. El Ministerio Fiscal es único para todo el Estado. 
2. El Fiscal General del Estado ostenta la jefatura superior del Ministerio Fiscal y su representación en todo el territorio español. A él corresponde impartir las órdenes e instrucciones convenientes al servicio y al orden interno de la institución y, en general, la dirección e inspección del Ministerio Fiscal. 
5. El Fiscal Jefe de cada órgano ejercerá la dirección de éste y actuará siempre en representación del Ministerio Fiscal bajo la dependencia de sus superiores jerárquicos y del Fiscal General del Estado. 
6. El Teniente Fiscal, en las Fiscalías donde exista, asumirá las funciones de dirección o coordinación que le delegue el Fiscal Jefe, y sustituirá a éste en caso de ausencia, vacante o imposibilidad”. 
A partir de este artículo se puede distinguir como manifestaciones del principio de unidad:
1ª) Orgánica: En tal sentido el Ministerio Fiscal es concebido como un instituto único e indivisible, lo que permite hablar de un solo Ministerio Fiscal y no de tantos como miembros u órganos forman parte de la institución. La unidad orgánica del Ministerio Fiscal se manifiesta, según JIMÉNEZ-VILLAREJO, C., en dos aspectos: 
a) Los miembros del Ministerio Fiscal son autoridad a todos los efectos y actuarán siempre en representación de la Institución. En cualquier momento de la actividad que un Fiscal esté realizando en cumplimiento de sus funciones o antes de iniciar la que le estuviese asignada en virtud del sistema de distribución de asuntos entre los miembros de la Fiscalía, podrá su superior jerárquico inmediato, mediante resolución motivada, avocar para sí el asunto o designar a otro Fiscal para que lo despache. Si existe discrepancia resolverá el superior jerárquico común a ambos. La sustitución será comunicada en todo caso al Consejo Fiscal, que podrá expresar su parecer (art. 23 EOMF).
b) El Fiscal General del Estado podrá designar a cualquiera de los miembros del Ministerio Fiscal para que actúe en un asunto determinado, ante cualquiera de los órganos jurisdiccionales en que el Ministerio Fiscal está legitimado para intervenir, oído el Consejo Fiscal. La misma función ejercerán los Fiscales Superiores de las Comunidades Autónomas dentro de su territorio (arts. 26 in fine y 22. Cuatro EOMF).
2ª) Territorial: Desde tal perspectiva el principio de unidad hace referencia a una estructura orgánica centralizada a nivel estatal. La distribución orgánica del Ministerio Público sobre la base del territorio, ya se trate de Comunidades Autónomas o Provincias, atiende exclusivamente a un criterio de racionalización en la distribución del trabajo y a una presencia permanente del Ministerio Fiscal ante los distintos órganos jurisdiccionales.

3ª) Funcional o de actuación: Desde esta perspectiva la unidad constituye presupuesto imprescindible para garantizar la actuación homogénea y coordinada de todos los miembros de la institución, y es consecuencia del valor constitucional de seguridad jurídica (art. 9.3 CE). La formación del criterio unitario de los órganos y miembros del Ministerio Fiscal se articula por dos vías:
a) La jerárquica; a través de las circulares e instrucciones que imparte el Fiscal General del Estado y que recogen “los criterios unitarios de interpretación y actuación legal” en cuya elaboración interviene la Junta de Fiscales de Sala (arts. 15.II y 22.2 EOMF).

b) La democrática; por medio de las Juntas de Fiscalía prevenidas en el art. 24 EOMF.
b) Dependencia jerárquica

Consecuencia del principio de unidad funcional o de actuación, es un principio instrumental destinado a asegurar la unidad de criterios en el funcionamiento del Ministerio Fiscal. Tal principio organiza piramidalmente la institución de modo que, cada uno de sus miembros actúa según las instrucciones recibidas del Fiscal Jefe respectivo y éstos, a su vez, en función de las instrucciones que reciban del Fiscal General del Estado.

Para garantizar el funcionamiento vertical del Ministerio Público, el Fiscal General del Estado podrá impartir las órdenes e instrucciones convenientes al servicio y al ejercicio de las funciones, tanto de carácter general como referidas a asuntos específicos. Análogas facultades tendrán los Fiscales Superiores de las Comunidades Autónomas respecto a los Fiscales Jefes de su ámbito territorial y ambos respecto a los miembros del Ministerio Fiscal subordinados (art. 25.I y III EOMF).

También podrá el Fiscal General del Estado llamar a su presencia a cualquier miembro del Ministerio Fiscal para recibir directamente sus informes y darle las instrucciones que estime oportunas, trasladando, en este caso, dichas instrucciones al Fiscal Jefe respectivo. La misma función ejercerán los Fiscales Superiores de las Comunidades Autónomas dentro de su territorio (arts. 26 ab initio y 22. Cuatro EOMF).
No obstante esta dependencia encuentra en el Estatuto las siguientes limitaciones: 1) El derecho-deber del inferior a objetar y no cumplir las órdenes cuyo ejercicio estime improcedente o contrario a las leyes (arts. 6.2º y 27 EOMF); 2) La validez “ad extra” de la actuación realizada incumpliendo una orden, en cuanto que expresión de la voluntad y criterio del Ministerio Fiscal, generando en todo caso una responsabilidad de orden interno; y 3) La eficacia sólo en lo que hace a las actuaciones escritas, dado que en las intervenciones orales los miembros del Ministerio Fiscal, son libres y sólo vienen obligados al expresarlas a respetar el cumplimiento del bien de la justicia (art. 25.IV EOMF). 
II. ESTATUTO ORGÁNICO

_________________________________________________________________________
1. Su significación
El Estatuto Orgánico de los Fiscales está constituido por el conjunto de garantías y limitaciones de derechos con que la Constitución conforma su posición jurídica y asegura su imparcialidad.
En tal sentido dispone el art. 124 CE que “1. El Ministerio Fiscal ejerce sus funciones por medio de órganos propios conforme a los principios de unidad de actuación y dependencia jerárquica y con sujeción, en todo caso, a los de legalidad e imparcialidad. 3. La ley regulará el estatuto orgánico del Ministerio Fiscal”.
Así pues cabe distinguir en el Estatuto de los Fiscales las siguientes garantías:

1) Positivas: Son garantías positivas del citado Estatuto los ya estudiados principios de unidad de actuación, dependencia jerárquica, legalidad e imparcialidad; y la inmunidad relativa (art. 56 EOMF). Además el art. 124.3 CE establece una reserva de Ley para todo lo referente a la situación estatutaria de los Fiscales.

Negativas: Las garantías negativas del Estatuto Fiscal son limitaciones de las facultades que el ordenamiento reconoce a la mayoría de los ciudadanos, destacando las prohibiciones de desempeñar otros cargos públicos y de pertenecer a partidos políticos o sindicatos, sin perjuicio del sistema y modalidades de asociación profesional establecido por ley; y el régimen de incompatibilidades de los miembros de la Carrera Fiscal establecido por ley, que deberá asegurar la total imparcialidad de los mismos (arts. 127.1 CE y 57 a 59 EOMF).
La Ley 50/1981, de 30 de diciembre desarrolla tales aspectos del Estatuto Fiscal en sus Títulos I y II (concretamente sus principios configuradores), y en su Título III bajo la rúbrica “Del Fiscal General del Estado, de los Fiscales Superiores de las Comunidades Autónomas y de la Carrera Fiscal”, en los siguientes capítulos:

a) Segundo: “De la Carrera Fiscal, de las categorías que la integran y de la provisión de destinos en la misma” (arts. 32 a 41);
b) Tercero: “De la adquisición y pérdida de la condición de Fiscal” (arts. 42 a 46);

c) Cuarto: “De las situaciones en la Carrera Fiscal” (art.47);
d) Quinto: “De los deberes y derechos de los miembros del Ministerio Fiscal” (arts. 48 a 56);
e) Sexto: “De las incompatibilidades y prohibiciones” (arts. 57 a 59);
f) Séptimo: “De la responsabilidad de los miembros del Ministerio Fiscal” (arts. 60 a 70).
2. Aspectos relevantes
Como aspectos relevantes del Estatuto Orgánico de la Carrera Fiscal, vistos sus principios configuradores, siguiendo el orden de los capítulos del Título III EOMF antes referidos, y excluyendo el relativo a la responsabilidad de los miembros del Ministerio Fiscal objeto de estudio en el último epígrafe de este tema, cabe mencionar los siguientes: A) Categorías y provisión de destinos; B) Ingreso, adquisición y causas de pérdida de la Carrera Fiscal; C) Situaciones administrativas; D) Deberes y derechos de los miembros; E) Prohibiciones e incompatibilidades.

A) Categorías y provisión de destinos 
La Carrera Fiscal está integrada por las diversas categorías de Fiscales que forman su Cuerpo único, organizado jerárquicamente, estando sus miembros equiparados en honores, categorías y retribuciones a los de la Carrera Judicial (arts. 32 y 33 EOMF). Tales categorías son las siguientes: 1ª) Fiscales de Sala del Tribunal Supremo, equiparados a Magistrados del Alto Tribunal. El Teniente Fiscal del Tribunal Supremo tendrá la consideración de Presidente de Sala; 2ª) Fiscales, equiparados a Magistrados; y 3ª) Abogados-Fiscales, equiparados a Jueces, especificando el EOMF la categoría de las referidas a la que se ha de pertenecer para poder servir los diferentes destinos de la Carrera Fiscal (arts. 34 y 35 EOMF). 

Tanto la provisión de vacantes en cada categoría como la de destinos en la Carrera responde a un sistema configurado por los criterios de antigüedad y libre designación, y se efectuará del siguiente modo:
a) La provisión de vacantes en las categorías: las vacantes que se produzcan en la categoría primera se cubrirán por ascenso entre fiscales que cuenten, al menos, con 20 años de servicio en la carrera y pertenezcan a la categoría segunda. Las vacantes que se produzcan en la categoría segunda se cubrirán, por orden de antigüedad, entre los pertenecientes a la categoría tercera. El nombramiento de los fiscales de las dos primeras categorías se hará por real decreto. Los demás nombramientos se harán por orden del Ministro de Justicia (arts. 37 y 38 EOMF).
b) La provisión de destinos en la Carrera Fiscal: con carácter general la provisión de destinos de la Carrera Fiscal se hará por concurso público y voluntario, en la forma que determina la ley, siendo criterio básico el de la antigüedad, y mérito determinante para la provisión de plazas en las Fiscalías con sede en Comunidades Autónomas el conocimiento del idioma cooficial o del Derecho propio de la misma (art. 36. Cinco y Seis EOMF). 
No obstante la ley 50/1981 fija, articulando el criterio de la libre designación, especialidades para la provisión de los destinos correspondientes a la categoría primera, los de Fiscales del Tribunal Supremo, los de Fiscales Superiores de Comunidades Autónomas, los de Fiscales Jefes, los de Tenientes Fiscales de las Fiscalías de las Comunidades Autónomas y los de Fiscales que integren la plantilla de todos aquellos órganos cuyo jefe pertenezca a la categoría primera; para los de Fiscal Jefe, Teniente Fiscal y Fiscales de la Secretaría Técnica, Fiscales de la Unidad de Apoyo y Fiscales adscritos a los Fiscales de Sala integrados en la Fiscalía General del Estado; y para los de Fiscales Decanos de las Secciones de las Fiscalías en las que existan (art. 36 Uno a Cuatro y 41 EOMF). De otra parte, la provisión de destinos de la Fiscalía Jurídico Militar se llevará a cabo con arreglo a lo dispuesto 
en la Ley Orgánica reguladora de la Competencia y Organización de la Jurisdicción Militar (art. 36. Siete EOMF). 
Asimismo hay que exceptuar los supuestos de traslado forzoso impuesto como consecuencia de la concurrencia de alguna de las situaciones de incompatibilidad, de los supuestos legalmente previstos, o de sanción disciplinaria (arts. 39, 40 y 66.1 c) EOMF).

B) Ingreso, adquisición y causas de pérdida de la Carrera Fiscal

El ingreso en la Carrera Fiscal se hará por oposición libre entre quienes reúnan las condiciones de capacidad exigidas en esta Ley, que se realizará conjuntamente con la de ingreso en la Carrera Judicial, en los términos previstos en la Ley Orgánica del Poder Judicial (art. 42 EOMF). Para concurrir a esta oposición, y en consecuencia ser nombrado miembro del Ministerio Fiscal, se requerirá ser español, mayor de dieciocho años, doctor o licenciado en Derecho y no hallarse comprendido en ninguna de las incapacidades establecidas en la Ley 50/1981 (art. 43 EOMF). 
De acuerdo con el art. 44 EOMF están incapacitados para el ejercicio de funciones fiscales: los que no tengan la necesaria aptitud física o intelectual; los que hayan sido condenados por delito doloso, mientras no hayan obtenido rehabilitación. En los casos en que la pena no fuera superior a seis meses, el Fiscal General del Estado, de forma motivada y atendiendo a la entidad del delito cometido, podrá sustituir la pérdida de la condición de Fiscal por la sanción de suspensión de hasta tres años; los concursados no rehabilitados; y los que pierdan la nacionalidad española.

La condición de miembro del Ministerio Fiscal se adquiere, una vez hecho válidamente el nombramiento, por el juramento o promesa, y la toma de posesión, regulando el art. 45 EOMF las formalidades y plazos de tales solemnes actos. 
Tal condición se pierde por alguna de las siguientes causas legalmente establecidas: 1ª) Renuncia; 2ª) Pérdida de la nacionalidad española; 3ª) Sanción disciplinaría de separación del servicio; 4ª) Pena principal o accesoria de inhabilitación para cargos públicos; 5ª) Haber incurrido en alguna de las causas de incapacidad; y 6ª) Jubilación forzosa o voluntaria, que implica el cese de la integración activa en el Ministerio Fiscal, y que se acordará por el Gobierno en los mismos casos y condiciones que se señalan en la Ley Orgánica del Poder Judicial para los Jueces y Magistrados (art. 46 EOMF).
C) Situaciones administrativas

Las situaciones administrativas en la Carrera Fiscal se acomodarán a lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial para Jueces y Magistrados y serán desarrolladas reglamentariamente (art. 47 EOMF). La declaración de las situaciones administrativas de los fiscales, sea cual sea su categoría, se efectuará por orden del Ministro de Justicia (art. 38.2 EOMF).

D) Deberes y derechos de los miembros
Establecidos ambos en el Capítulo V del Título III EOMF constituyen los deberes de los miembros de la Carrera Fiscal: 
1º) Desempeñar fielmente el cargo, con prontitud y eficacia, conforme a los principios de amistad y dependencia jerárquica y con sujeción, en todo caso, a los de legalidad e imparcialidad (art. 48 EOMF); 
2º) Residir en la población donde tengan su destino oficial, pudiendo ausentarse de la misma sólo con permiso de sus superiores jerárquicos, y asistir, durante el tiempo necesario, y de conformidad con las instrucciones del Jefe de la Fiscalía, al despacho de la misma y a los Tribunales en que deban actuar (art. 49 EOMF); 
3º) Guardar el debido secreto de los asuntos reservados de que conozcan por razón de su cargo (art. 50 EOMF). 

De otra parte los miembros de la Carrera Fiscal tienen como derechos los relativos a:

1º) El cargo y la promoción en la Carrera en las condiciones legalmente establecidas (art. 51 EOMF);
2º) Los permisos y licencias, y régimen de recompensas, que reglamentariamente se establezcan, inspirados unos y otros en lo dispuesto para Jueces y Magistrados por la Ley Orgánica del Poder Judicial (art. 52 EOMF);

3º) El régimen retributivo, la adecuada asistencia y Seguridad Social, que se regirán por Ley, estando equiparados en retribuciones a los miembros de la Carrera Judicial (art. 53 EOMF);
4º) La asociación profesional, que se ejercerá libremente en el ámbito del art. 22 CE y se ajustará a las reglas establecidas en el EOMF (art. 54 EOMF).
Finalmente hacer mención como manifestaciones de la dependencia jerárquica y la inmunidad relativa de los Fiscales las contenidas respectivamente en los arts. 55 y 56 EOMF.
E) Prohibiciones e incompatibilidades
Del propio modo que en el caso de los Jueces y Magistrados con relación a su independencia, constituyen las prohibiciones e incompatibilidades de los Fiscales las garantías negativas de su imparcialidad,  siendo objeto de regulación en el Capítulo VI, del Título III EOMF (arts. 57 a 59).
a) Prohibiciones
Establecidas en el art. 59 EOMF (arts. 395 y 396 LOPJ para la Carrera Judicial) son las siguientes:
a) Pertenecer a partidos políticos o sindicatos o tener empleo al servicio de los mismos; 

b) Dirigir a los poderes y funcionarios públicos o a corporaciones oficiales, felicitaciones o censuras por sus actos, ni concurrir con carácter o atributos oficiales a cualesquiera actos o reuniones públicas en que ello no proceda en el ejercicio de sus funciones; 
c) Tomar parte en las elecciones legislativas, autonómicas o locales más que para emitir su voto personal.
b) Incompatibilidades

Atendiendo a la naturaleza objetiva (la propia condición y cargo de Fiscal) o sujetiva (las relaciones o situaciones personales que a los Fiscales afecten) de la razón a que obedezcan, las incompatibilidades de los Fiscales son susceptibles de clasificarse en: a’) Absolutas; y b’) Relativas.
a’) Absolutas

Se establecen en el art. 57 EOMF (art. 389 LOPJ para la Carrera Judicial) las incompatibilidades que el desempeño del cargo de Fiscal comporta, siéndolo con:

1º) El de juez o magistrado y con los empleos de todas clases en los tribunales y juzgados en cualquier orden jurisdiccional;
2º) El de cualquier otra jurisdicción, así como la participación en actividades u órganos de arbitraje;
3º) Cualquier cargo de elección popular o designación política del Estado, comunidades autónomas, provincias y demás entidades locales y organismos dependientes de cualquiera de ellos.
4º) Los empleos o cargos dotados o retribuidos por la Administración del Estado, las Cortes Generales, la Casa Real, comunidades autónomas, provincias, municipios, y cualesquiera entidades, organismos o empresas dependientes de unos u otras;
5º) Todo empleo, cargo o profesión retribuida, salvo la docencia o investigación jurídica, así como la producción y creación literaria, artística, científica y técnica, debidamente notificada a su superior jerárquico, y las publicaciones derivadas de aquélla, de conformidad con lo dispuesto en la legislación sobre incompatibilidades del personal al servicio de las Administraciones públicas; 
6º) El ejercicio de la abogacía, con la extensión y efectos previstos en el EOMF, excepto cuando tenga por objeto asuntos personales del Fiscal, de su cónyuge o persona a quien se halle ligado de forma estable por análoga relación de afectividad, de los hijos sujetos a su patria potestad o de las personas sometidas a su tutela, con el ejercicio de la procuraduría, así como todo tipo de asesoramiento jurídico, sea o no retribuido;
7º) El ejercicio directo o mediante persona interpuesta de toda actividad mercantil, con excepción de la transformación y venta de productos obtenidos de los bienes propios, operaciones que podrán realizarse, pero sin tener establecimiento abierto al público.
8º) Las funciones de director, gerente, administrador, consejero, socio colectivo o cualquier otra que implique intervención directa, administrativa o económica en sociedades o empresas mercantiles, públicas o privadas de cualquier género.

b’) Relativas

Reguladas en el art. 58 EOMF (arts. 391 a 394 LOPJ para la Carrera Judicial), vienen referidas a las relaciones o situaciones personales en las que pueden encontrarse los miembros del Ministerio Fiscal, obedecen básicamente a razones de parentesco o de anterior ejercicio de otra profesión, y en virtud de ellas no podrán ejercer sus cargos:

1º) En las Fiscalías que comprendan dentro de su circunscripción territorial una población en la que su cónyuge o persona a quien se halle ligado de forma estable por análoga relación de afectividad ejerza una actividad industrial o mercantil que obstaculice el imparcial desempeño de su función, a juicio del Consejo Fiscal;

2º) En la misma Fiscalía o sección en la que ejerzan sus parientes, dentro del segundo grado de consanguinidad o afinidad, o su cónyuge, o persona a quien se halle ligado de forma estable por análoga relación de afectividad, cargos de la Carrera Fiscal, siempre que exista dependencia jerárquica inmediata entre ambos, en los términos y circunstancias referidos en el EOMF;
3º) Cuando la Ley Orgánica del Poder Judicial establezca incompatibilidades entre miembros de la carrera judicial y fiscal;

4º) Como Fiscales Jefes en las Fiscalías donde ejerzan habitualmente como abogado o procurador su cónyuge o persona a quien se halle ligado de forma estable por análoga relación de afectividad o un pariente dentro del segundo grado de consanguinidad o afinidad, salvo que se trate de circunscripciones territoriales de más de quinientos mil habitantes y sin perjuicio del deber de abstención cuando proceda. 

5º) En una Fiscalía en cuyo territorio hayan ejercido como Abogado o Procurador en los dos años anteriores a su nombramiento.
III. FUNCIONES

_________________________________________________________
En la ordenación de las tareas que la Constitución y el Estatuto Orgánico confían al Ministerio Fiscal distingue la doctrina (como pone de relieve FLORES PRADA) entre misión, funciones y competencias.

La misión identificaría el elemento finalista, marcado por el objetivo último y razón de ser de la actividad de la institución, las funciones vendrían a constituir las manifestaciones del ejercicio de su capacidad jurídica en orden al cumplimiento de su misión, y las competencias deben ser entendidas como atribuciones o facultades reconocidas al órgano que posibilitan, instrumentalmente, el ejercicio de las funciones encomendadas.
De este modo se diferencia en las tareas del Ministerio Fiscal entre: A) Las misiones constitucionales; B) Las funciones genéricas; y C) Las competencias (genéricas y de investigación pre-procesal).

A) Las misiones constitucionales

 Son las tres señaladas en el art. 124.1 CE: 1ª) Promover la acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés público tutelado por la ley; 2ª) Velar por la independencia de los Tribunales; y 3ª) Procurar ante los Tribunales la satisfacción del interés social. 

B) Las funciones genéricas

El cumplimiento de las misiones constitucionales tienen esencialmente como ámbito de actuación los Tribunales y en esa actuación el Ministerio Fiscal desarrolla sus funciones. Tales funciones son:
1ª) Velar por que la función jurisdiccional se ejerza eficazmente conforme a las leyes y en los plazos y términos en ellas señalados, ejercitando las acciones, recursos y actuaciones pertinentes. 

2ª) Ejercer cuantas funciones le atribuya la ley en defensa de la independencia de los jueces y tribunales. 

3ª) Velar por el respeto de las instituciones constitucionales y de los derechos fundamentales y libertades públicas con actuaciones que exija su defensa. 

4ª) Ejercitar las acciones penales y civiles dimanantes de delitos y faltas u oponerse a las ejercitadas por otros, cuando proceda.

5ª) Intervenir en el proceso penal, instando de la autoridad judicial la adopción de las medidas cautelares que procedan y la práctica de las diligencias encaminadas al esclarecimiento de los hechos o instruyendo directamente el procedimiento en el ámbito de lo dispuesto en la Ley Orgánica reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores, pudiendo ordenar a la Policía Judicial aquellas diligencias que estime oportunas. 
6ª) Tomar parte, en defensa de la legalidad y del interés público o social, en los procesos relativos al estado civil y en los demás que establezca la ley. 

7ª) Intervenir en los procesos civiles que determine la ley cuando esté comprometido el interés social o cuando puedan afectar a personas menores, incapaces o desvalidas en tanto se provee de los mecanismos ordinarios de representación. 

8ª) Mantener la integridad de la jurisdicción y competencia de los jueces y tribunales, promoviendo los conflictos de jurisdicción y las cuestiones de competencia procedentes, e intervenir en las promovidas por otros.

9ª) Velar por el cumplimiento de las resoluciones judiciales que afecten al interés público y social. 

10ª) Velar por la protección procesal de las víctimas y por la protección de testigos y peritos, promoviendo los mecanismos previstos para que reciban la ayuda y asistencia efectivas. 

11ª) Intervenir en los procesos judiciales de amparo así como en las cuestiones de inconstitucionalidad en los casos y forma previstos en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

12ª) Interponer el recurso de amparo constitucional, así como intervenir en los procesos de que conoce el Tribunal Constitucional en defensa de la legalidad, en la forma en que las leyes establezcan. 
13ª) Ejercer en materia de responsabilidad penal de menores las funciones que le encomiende la legislación específica, debiendo orientar su actuación a la satisfacción del interés superior del menor.
14ª) Intervenir en los supuestos y en la forma prevista en las leyes en los procedimientos ante el Tribunal de Cuentas. Defender la legalidad en los procesos contencioso-administrativos y laborales que prevén su intervención. 

15ª) Promover o prestar el auxilio judicial internacional previsto en las leyes, tratados y convenios internacionales. 
16ª) Ejercer las demás funciones que el ordenamiento jurídico estatal le atribuya. 

Con carácter general, la intervención del fiscal en los procesos podrá producirse mediante escrito o comparecencia. También podrá producirse a través de medios tecnológicos, siempre que aseguren el adecuado ejercicio de sus funciones y ofrezcan las garantías precisas para la validez del acto de que se trate. La intervención del fiscal en los procesos no penales, salvo que la ley disponga otra cosa o actúe como demandante, se producirá en último lugar (art. 3 EOMF).
C) Las competencias

Complemento de las funciones establece el EOMF como clases de competencias:
a) Genéricas

Son las previstas en el art. 4 EOMF. Según tal precepto el Ministerio Fiscal, para el ejercicio de las funciones que tiene encomendadas, podrá: 

1º) Interesar la notificación de cualquier resolución judicial y la información sobre el estado de los procedimientos, pudiendo pedir que se le dé vista de éstos cualquiera que sea su estado, o que se le remita copia de cualquier actuación, para velar por el exacto cumplimiento de las leyes, plazos y términos, promoviendo, en su caso, las correcciones oportunas. Asimismo, podrá pedir información de los hechos que hubieran dado lugar a un procedimiento, de cualquier clase que sea, cuando existan motivos racionales para estimar que su conocimiento pueda ser competencia de un órgano distinto del que está actuando. También podrá acceder directamente a la información de los Registros oficiales, cuyo acceso no quede restringido a control judicial. 
2º) Visitar en cualquier momento los centros o establecimientos de detención, penitenciarios o de internamiento de cualquier clase de su respectivo territorio, examinar los expedientes de los internos y recabar cuanta información estime conveniente.

3º) Requerir el auxilio de las autoridades de cualquier clase y de sus agentes.

4º) Dar a cuantos funcionarios constituyen la Policía Judicial las órdenes e instrucciones procedentes en cada caso.

5º) Informar a la opinión pública de los acontecimientos que se produzcan, siempre en el ámbito de su competencia y con respeto al secreto del sumario y, en general, a los deberes de reserva y sigilo inherentes al cargo y a los derechos de los afectados.
Las autoridades, funcionarios u organismos o particulares requeridos por el Ministerio Fiscal en el ejercicio de las facultades que se enumeran en este artículo y en el siguiente deberán atender inexcusablemente el requerimiento dentro de los límites legales. Igualmente, y con los mismos límites, deberán comparecer ante el Fiscal cuando éste lo disponga.

6º) Establecer en las sedes de las Fiscalías Provinciales y en las que se considere necesario, centros de relación con las víctimas y perjudicados de las infracciones criminales cometidas en su circunscripción y por las que se sigue proceso penal en los Juzgados o Tribunales de la misma, con la finalidad de conocer los daños y perjuicios sufridos por ellas y para que aporten los documentos y demás pruebas de que dispongan para acreditar su naturaleza y alcance.
b) De investigación pre-procesal
En tal sentido el Fiscal podrá:
1º) Recibir denuncias, enviándolas a la autoridad judicial o decretando su archivo, cuando no encuentre fundamentos para ejercitar acción alguna, notificando en este último caso la decisión al denunciante. 

2º) Llevar a cabo u ordenar aquellas diligencias para las que esté legitimado según la Ley de Enjuiciamiento Criminal, para el esclarecimiento de los hechos denunciados o que aparezcan en los atestados de los que conozca. Tales diligencias:
a) Gozarán de presunción de autenticidad.

b) No podrán suponer la adopción de medidas cautelares o limitativas de derechos, si bien, podrá ordenar el fiscal la detención preventiva.
c) Estarán inspiradas por los principios de contradicción, proporcionalidad y defensa: A tal fin, el fiscal recibirá declaración al sospechoso, quien habrá de estar asistido de letrado y podrá tomar conocimiento del contenido de las diligencias practicadas. 

d) Tendrán una duración proporcionada a la naturaleza del hecho investigado, sin que pueda exceder de seis meses, o doce en el caso de delitos competencia de la Fiscalía Especial contra la Corrupción y la Criminalidad Organizada, salvo prórroga acordada mediante decreto motivado del Fiscal General del Estado: Transcurrido el oportuno plazo, si la investigación hubiera evidenciado hechos de significación penal y sea cual fuese el estado de las diligencias, el fiscal procederá a su judicialización, formulando al efecto la oportuna denuncia o querella, a menos que resultara procedente su archivo.

3º) Incoar diligencias encaminadas a facilitar el ejercicio de las demás funciones que el ordenamiento jurídico le atribuye (art. 5 EOMF).
IV. RESPONSABILIDAD DEL MINISTERIO FISCAL, EN ESPECIAL LA RESPONSABILIDAD DISCIPLINARIA

_________________________________________________________
Los Abogados-fiscales y los Fiscales están sometidos a responsabilidad por las acciones u omisiones que ejecuten en el cumplimiento de su función y que puedan ser tipificadas como delito o falta, originen daños y perjuicios indebidos o constituyan una infracción de sus deberes o una conducta irregular, prevista como falta disciplinaria en su Estatuto (CONDE-PUMPIDO FERREIRO). Deriva de ello el triple orden de responsabilidad a que están sujetos los miembros del Ministerio Fiscal, esto es, penal, civil y disciplinaria.
1. La responsabilidad penal y civil

Respecto de ellas dispone el art. 60 EOMF que “La exigencia de responsabilidad civil y penal a los miembros del Ministerio Fiscal y la repetición contra los mismos por parte de la Administración del Estado, en su caso, se regirá, en cuanto les sea de aplicación, por lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial para Jueces y Magistrados”.

A) La responsabilidad penal

La remisión a la LOPJ efectuada por el precepto trascrito obliga a aplicar a los miembros del Ministerio Fiscal las normas del Capítulo I del Título III del Libro IV LOPJ, respecto a la responsabilidad de igual naturaleza exigible a Jueces y Magistrados. La responsabilidad penal es la derivada de los delitos y faltas cometidos por el Fiscal en el ejercicio de las funciones de su cargo (art. 405 LOPJ).

El juicio de responsabilidad penal contra los miembros del Ministerio Fiscal podrá incoarse por providencia del Tribunal competente o por querella del Ministerio Fiscal, o del perjudicado u ofendido, o mediante el ejercicio de la acción popular (art. 406 LOPJ). Contiene asimismo la LOPJ una serie de previsiones relativas al deber de colaboración de los órganos y autoridades judiciales y no judiciales para la incoación de procedimientos tendentes a exigir este tipo de responsabilidad (arts. 407 a 409).
Finalmente referir que el procedimiento para la exigencia de la responsabilidad penal de los miembros del Ministerio Fiscal viene caracterizado por dos peculiaridades derivadas de su status, que son su condición de aforados (arts. 57.1.2º y 3º LOPJ y 73.3 b) LOPJ) y su derecho de inmunidad a la detención (art. 56 EOMF).

B) La responsabilidad civil

Dada la remisión efectuada por el art. 60 EOMF son de aplicación a los miembros del Ministerio Fiscal las disposiciones contenidas en el Capítulo II del Título III del Libro IV LOPJ relativas a la responsabilidad civil de los Jueces y Magistrados. La responsabilidad civil es la derivada de la causación de daños y perjuicios por el Fiscal, cuando en el desempeño de sus funciones, incurriere en dolo o culpa (art. 411 LOPJ).

El juicio de responsabilidad civil contra los miembros del Ministerio Fiscal se incoará en virtud de demanda de la parte perjudicada o de sus causahabientes (art. 412 LOPJ).
Contiene asimismo la LOPJ las siguientes precisiones: 1ª) La demanda de responsabilidad civil no podrá interponerse hasta que sea firme la resolución que ponga fin al proceso en que se suponga producido el agravio, ni por quien no haya reclamado oportunamente en el mismo, pudiendo hacerlo; y 2ª) En ningún caso la sentencia pronunciada en el juicio de responsabilidad civil alterará la resolución firme recaída en el proceso (artículo 413 LOPJ).

La condición de aforados de los miembros del Ministerio Fiscal determina también la competencia jurisdiccional para el conocimiento de este procedimiento (arts. 56.2º y 3º y 73.2 b) LOPJ).
2. La responsabilidad disciplinaria

Esta responsabilidad de los miembros del Ministerio Fiscal se regula en su Estatuto Orgánico, disponiendo el art. 61.1 EOMF que “Los miembros del Ministerio Fiscal incurrirán en responsabilidad disciplinaria cuando cometieran alguna de las faltas previstas en la presente ley”. En su estudio hay que distinguir, siguiendo a CONDE-PUMPIDO FERREIRO, las siguientes cuestiones:
A) Clases y tipificación de las faltas
Las faltas cometidas por los miembros del Ministerio Fiscal podrán ser leves, graves y muy graves (art. 61.2 EOMF).
a) Las faltas muy graves
Son recogidas en el art. 62 EOMF. Se consideran como tales: 

1) El incumplimiento consciente del deber de fidelidad a la Constitución establecido en el art. 45 de esta ley, cuando así se apreciara en sentencia firme.
2) El incumplimiento de las órdenes particulares y requerimientos personales dirigidos por escrito en la forma establecida en este estatuto, cuando de aquél se haya derivado perjuicio en el proceso o alteración relevante en el funcionamiento interno de la Fiscalía.

3) La afiliación a partidos políticos o sindicatos, o el desempeño de empleos o cargos a su servicio.
4) La provocación reiterada de enfrentamientos graves con las autoridades de la circunscripción en que el fiscal desempeñe el cargo, por motivos ajenos al ejercicio de su función.

5) Las acciones y omisiones que hayan dado lugar en sentencia firme a una declaración de responsabilidad civil contraída en el ejercicio de la función por dolo o culpa grave conforme al art. 60 de esta ley.
6) El ejercicio de cualquiera de las actividades incompatibles con el cargo de fiscal, establecidas en el art. 57 de esta ley, salvo las que puedan constituir falta grave con arreglo a lo dispuesto en su art. 63.

7) Provocar el propio nombramiento para alguna Fiscalía cuando concurra en el nombrado alguna de las situaciones de incompatibilidad o prohibición previstas en el art. 58 de esta ley, o mantenerse en el desempeño del cargo en dichos órganos sin poner en conocimiento de la Fiscalía General del Estado las circunstancias necesarias para proceder al traslado forzoso previsto en el art. 39.3.

8) La inobservancia del deber de abstención a sabiendas de que concurre alguna de las causas legalmente previstas.
9) La desatención o el retraso injustificado y reiterado en el despacho de los asuntos o en el ejercicio de cualesquiera otras de las funciones que le fueran encomendadas.

10) El abandono del servicio o la ausencia injustificada y continuada por siete días naturales o más de la sede de la Fiscalía en que se hallase destinado.
11) Faltar a la verdad en la solicitud de obtención de permisos, autorizaciones, declaraciones de compatibilidad, dietas y ayudas económicas.

12) La revelación por el fiscal de hechos o datos conocidos en el ejercicio de su función o con ocasión de ésta, cuando se cause algún perjuicio a la tramitación de un proceso o a cualquier persona. 

13) El abuso de la condición de fiscal para obtener un trato favorable e injustificado de autoridades, funcionarios o profesionales.

14) La comisión de una falta grave cuando el fiscal hubiera sido anteriormente sancionado por otras dos graves, que hayan adquirido firmeza, sin que hubieran sido canceladas o procedido la cancelación de las correspondientes anotaciones, conforme a lo establecido en el art. 69 de esta ley.
15) La ignorancia inexcusable en el cumplimiento de sus deberes.

16) La absoluta y manifiesta falta de motivación en los informes y dictámenes que la precisen de conformidad con las Instrucciones de la Fiscalía General del Estado.
b) Las faltas graves

Son recogidas en el art. 63 EOMF. Se consideran como tales: 

1) La falta de respeto a los superiores en el orden jerárquico, en su presencia, en escrito que se les dirija o con publicidad.

2) El incumplimiento de las órdenes o requerimientos recibidos en la forma establecida en este estatuto.

3) El exceso o abuso de autoridad, o falta grave de consideración respecto de los ciudadanos, jueces y magistrados, fiscales, secretarios, médicos forenses, funcionarios de los cuerpos de gestión, tramitación y auxilio judicial, abogados y procuradores, graduados sociales y funcionarios de la policía judicial y demás personal al servicio de la Administración de Justicia.

4) Dejar de promover la exigencia de responsabilidad disciplinaria que proceda a los secretarios y personal auxiliar subordinado, cuando conocieran o debieran conocer el incumplimiento grave por aquéllos de los deberes que les corresponden.

5) Revelar hechos o datos conocidos por el fiscal en el ejercicio de su función o con ocasión de éste, cuando no constituya la falta muy grave del aptdo 12 del art. 62 de esta ley. 

6) La ausencia injustificada y continuada por más de tres días naturales y menos de siete de la sede de la Fiscalía en que el fiscal se halle destinado.

7) La inasistencia injustificada a los actos procesales con audiencia pública que estuvieran señalados y a los que hubiera sido citado en la forma legalmente prevista, cuando no constituya falta muy grave.

8) El retraso injustificado en el despacho de los asuntos de que conozca el fiscal en el ejercicio de su función, si no constituye falta muy grave.

9) El ejercicio de cualquier actividad susceptible de declaración de compatibilidad sin obtener la pertinente autorización o habiéndola obtenido con falta de veracidad en los presupuestos alegados.
10) La comisión de una falta de carácter leve habiendo sido sancionado anteriormente por resolución firme por otras dos leves sin que hubieran sido canceladas o procedido la cancelación de las correspondientes anotaciones, conforme a lo establecido en esta ley.
11) Las restantes infracciones de los deberes inherentes a la condición de fiscal, establecidos en esta ley, cuando mereciesen la calificación de graves, atendidas la intencionalidad del hecho, su trascendencia para la Administración de Justicia y el quebranto sufrido por la dignidad de la función fiscal.
12) Dirigir a los poderes, autoridades o funcionarios públicos o corporaciones oficiales felicitaciones o censuras por sus actos, invocando la condición de fiscal o sirviéndose de esta condición. Cuando estas actuaciones sean realizadas por Junta de Fiscales se entenderán responsables los que hubieran tomado parte en la votación excepto quienes hayan salvado individualmente su voto.
c) Las faltas leves

Son recogidas en el art. 64 EOMF. Se consideran como tales: 

1) La falta de respeto a los superiores jerárquicos cuando no concurran las circunstancias que calificarían la conducta de falta grave.
2) La desatención o desconsideración con iguales o inferiores en el orden jerárquico, con los ciudadanos, instituciones, jueces y magistrados, fiscales, secretarios, médicos forenses, funcionarios de los cuerpos de gestión, tramitación y auxilio judicial, abogados y procuradores, graduados sociales, funcionarios de la policía judicial y demás personal al servicio de la Administración de Justicia y demás personal que preste servicio en la oficina fiscal, cuando por sus circunstancias no mereciere la calificación de falta grave. 
3) El incumplimiento injustificado o inmotivado de los plazos legalmente establecidos en el despacho de los asuntos que tenga encomendados.
4) La ausencia injustificada y continuada de uno a tres días naturales de la sede de la Fiscalía o adscripción en que el Fiscal se halle destinado. 
5) La simple recomendación de cualesquiera asuntos de que conozcan los juzgados y tribunales.
6) La desatención a las órdenes, requerimientos u observaciones verbales recibidas de sus jefes, salvo que constituya una infracción más grave, conforme a lo prevenido en los dos artículos anteriores.
7) La desatención o desconsideración con ciudadanos, instituciones, jueces y magistrados, ante la petición de intervenir en una lengua cooficial, en el caso en que se haya acreditado un conocimiento adecuado y suficiente como mérito.
B) Sanciones

Las sanciones que se pueden imponer a los fiscales por faltas cometidas en el ejercicio de sus cargos son: a) Advertencia; b) Multa de hasta tres mil euros; c) Traslado forzoso a Fiscalía con sede separada, al menos, en cien kilómetros de aquella en que estuviera destinado; d) Suspensión de hasta tres años; y e) Separación.
Las faltas leves sólo podrán sancionarse con advertencia o multa de hasta trescientos euros o con ambas; las graves, con multa de trescientos euros a tres mil euros, y las muy graves, con suspensión, traslado forzoso o separación (art. 66.1 y 2 EOMF).

C) El procedimiento sancionador
a) Competencia
Serán competentes para imponer sanciones disciplinarias: 1) El Fiscal Jefe respectivo, la de advertencia; 2) El Fiscal General del Estado, hasta la de suspensión; y 3) El Ministro de Justicia, la de separación del servicio, a propuesta del Fiscal General del Estado, previo informe favorable del Consejo Fiscal (art. 67 EOMF).
b) Procedimiento
La sanción de advertencia podrá imponerse de plano previa audiencia del interesado. Para la imposición de las restantes, será preceptiva la instrucción de expediente contradictorio, con audiencia del interesado (art. 68 EOMF).
c) Recursos

Los recursos contra la resolución del expediente disciplinario vienen establecidos en el Estatuto en los siguientes términos: a) Las resoluciones del Fiscal Jefe serán recurribles ante el Consejo Fiscal; b) Las resoluciones del Fiscal General del Estado serán recurribles en alzada ante el Ministro de Justicia; c) Las resoluciones del Consejo Fiscal y del Ministro de Justicia que agoten la vía administrativa serán susceptibles del recurso contencioso-administrativo ante la Sala correspondiente de la Audiencia Nacional (art. 67 EOMF).

d) La prescripción de las faltas y las sanciones

 Las faltas muy graves prescribirán a los dos años, las graves, al año, y las leves, en el plazo previsto en el Código Penal para la prescripción de las faltas, es decir, seis meses (art. 65.1 EOMF).

Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los dos años; las impuestas por faltas graves, al año, y por faltas leves, en el plazo previsto en el Código Penal para la prescripción de las faltas, es decir, seis meses (art. 66.4 EOMF).
Asimismo es aplicable a los expedientes disciplinarios seguidos contra Abogados-fiscales y Fiscales la doctrina sentada  por la Sala Tercera del Tribunal Supremo en sentencia de 27 de marzo de 2006 sobre caducidad del procedimiento sancionador de Jueces y Magistrados según la cual, en defecto de régimen normativo singular previsto en la Ley Orgánica del Poder Judicial son aplicables, a tenor del art. 142.1 LOPJ, las previsiones de la Ley de Procedimiento Administrativo 30/1992, de 26 de noviembre, acerca de la caducidad en los procedimientos sancionadores.

De este modo la fijación de un plazo máximo para resolver los expedientes disciplinarios seguidos contra Jueces y Magistrados [Abogados-fiscales y Fiscales] contenida en el artículo 425.6 LOPJ ("La duración del procedimiento sancionador no excederá de seis meses") puede considerarse como una implícita invocación del  instituto de la caducidad, de suerte que no concurriendo las “razones excepcionales” referidas en este precepto (“Cuando, por razones excepcionales, se prolongase por mayor plazo, el instructor delegado deberá dar cuenta cada diez días del estado de su tramitación y de las circunstancias que impiden su conclusión a la autoridad que hubiere mandado proceder”), la superación no justificada de tal plazo máximo para resolver ha de tener como consecuencia, a falta de otra disposición específica, la caducidad del procedimiento.

e) Cancelación y rehabilitación

Las sanciones disciplinarias firmes serán objeto de anotación en el expediente personal del interesado, de lo que cuidará la Autoridad que la hubiere impuesto. 

La cancelación de tales anotaciones tendrá lugar por acuerdo del Fiscal General del Estado, cumplida la sanción, y transcurridos seis meses, dos años o cuatro años desde su imposición, respectivamente, según que la falta hubiere sido leve, grave o muy grave, si en dicho periodo el funcionario no hubiere incurrido en la comisión de hechos sancionables. Las sanciones impuestas por faltas leves se cancelarán automáticamente. La cancelación de las restantes se hará en expediente iniciado a petición del interesado y con informe del Consejo Fiscal.

La cancelación borrará el antecedente a todos los efectos, incluso a las de apreciación de reincidencia o reiteración (art. 69 EOMF).
La rehabilitación de los Fiscales separados disciplinariamente se regirá, en cuanto les sea de aplicación, por lo dispuesto en la LOPJ para Jueces y Magistrados (art. 70 EOMF).


